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La seccién cuarta trata de los “pactismos juridicos y leyes pacciona-
das”, concretamente, con la-incidencia prictica del “patisme” en la teoria
de las fuentes de! Derecho, el valor juridico de las leyes paccionadas en
el Principado de Cataluiia y el pactismo de ayer y los consensos de hoy.

La segunda parte de esta amplisima obra corresponde al tema del
método, comenzandose en la Seccién quinta por “algunas consideraciones
generales”, al referirse especificamente al Derecho natural como arte ju-
ridico, a los diversos circu.os del Derecho, sobre las advertencias ante
los abusos del legalismo y la exégesis literalista, concluyéndose con unas
cbservaciones en torno al método conceptualista.

En la seccién sexta se reinen los “trabajos de historia de la doctrina
acerca del método juridico”, las observaciones de orden metodolégico en
torno a la concepcién del Derecho natural de Santo Tomés de Aquino, la
logica de lo razonable y la razén vital e histérica en Santo Tomds de
Aquino, para concluir con la jurisprudencia y su relacién con la tépica
concepcién de Giambattista Vico.

Abundando desde la perspectiva temporal, la seccién séptima continda
con el tema de la “historia e historicismo en la bisqueda del Derecho”,
abordando la posicién sobre la historia laboratorio para la comprobacién
del orden natural, historia e interpretacién de las normas del Derecho,
revolucion, historicismo y tradicién en el hallazgo, conservacién y pro-
greso del Derecho y divorcio de actitudes metédicas ante la historia y
el Derecho de las escuelas histérica alemana y juridica catalana.

Por dltimo, la seccion octava comprende las “consideraciones filoséfico
juridicas en torno al método de hallazgo y aplicacién del Derecho™ sobre
el legislar como “legere” al legislar como “facere”, el método de inter-
pretacién e integracién en la perspectiva de las fuentes del Derecho se-
glin el pensamiento de Castidn Tobefias, el método cldsico del Derecho
natural, contrastado en la aplicacién a través de los juristas catalanes
y e! método de Ramén Maria Roca Sastre.

Dos indices, uno de autores y otro de materias, ademis del sistema-
tico, cierran esta gran obra que nos muestra una manera sefiera del en-
tendimiento y la manera de ejercitar la justicia.

J. BONET CORREA

VILLAR EZCURRA, José Luis: “La proteccién piiblica a la vivienda”.
Editorial Montecorvo, S. A. Madrid, 1981. 467 paginas.

La actuacién administrativa en materia de vivienda viene expre-
samente exigida por la Constitucién espafiola, cuyo articulo 47, tras
declarar que todos los espafioles tienen derecho a una vivienda digna,
llama a los poderes ptiblicos a promover las condiciones necesarias y
a establecer las normas pertinentes para hacer efectivo ese derecho.
Se trata, sin embargo, de un dmbito en el cual el fenémeno que Karl
Schmitt calific6 como “motorizacién normativa” resulta particularmen-
te llamativo. Tal vez ello obedezca a un encomiable perfeccionismo en
el disefio de los instrumentos juridicos, pero quiz4 y més probablemente
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la razén deba buscarse en el vano intento de encontrar, a través de las
sucesivas y continuadas reformas, una férmula magica que incremente
la capacidad adquisitiva de la demanda, dé sa.ida a los “stocks” exis-
tentes, relance la oferta y reactive, en suma, el sector de la construe-
eién.

En cualquier caso, desde el punto de vista juridico no hay mas re-
medio que convenir con el autor de la obra que se comenta: “La ausen-
cia de un sistema de categorias, coherente y estable, en el ambito de la
intervencion administrativa en la vivienda es imputable, en una buena
medida, a esta apatia por enfrentarnos de una vez por todas con este
“mare magnum” de disposiciones cambiantes e inconexas. Precisamen-
te en esto consiste la labor del especialista en Derecho Administrativo,
si no queremos que esta disciplina se convierta en un mero repertorio
legislativo o en una crénica del quehacer de la Administracién”. A pe-
sar de que la regulacién en materia de vivienda, por su misma proli-
feracion y por desbordar los linderos del Derecho Administrativo, al-
canzando una incidencia no desdefiable en el Ordenamiento tributario
o en instituciones juridico-privadas (modalidades singulares de precon-
tratos y contratos de venta; especialidades en orden a préstamos y ga-
rantias hipotecarias...), debiera haber merecido una mayor atencién
cientifica, lo cierto es que hasta la fecha han sido escasos los trabajos
dedicados al tema, predominando ademis los tratamientos puramente
recopiladores y descriptivos.

Sin abandonar del todo ese plano —y desde luego nadie que haya
tenido necesidad de acercarse a la regu acion juridico-positiva de las
viviendas de proteccién oficial en Espafia tendrd el atrevimiento de
minusvalorar el esfuerzo y el mérito que la mera recopilacién supone
en este campo (1)— Villar Escurra nos propone un analisis de los su-
cesivos regimenes de proteccién publica a la vivienda en el Ordenamiento
espafiol.

Se arranca para ello de una breve caracterizacién dogmaiatica del
titulo de la intervencién administrativa en materia de vivienda. Aten-
diendo al tipo de vinculacién a que queda sometida la actividad de los
particulares, “la cual no dependeri directamente de un mandato nor-
mativo, sino de las directrices marcadas por una actuacién basada en la
planificacién (con independencia de que exista un plan, o de la ckligato-
riedad del mismo”), concluye Villar Ezcurra qupe en este campo se siguien

(1) El propio Villar Ezcurra, que a su condicién de profesor uni-
versitario une la de asesor letrado del Banco Hipotecario de Espaiia,
ha acreditado su interés por esta materia, abundando en trabajos sobre
la misma. Junto a una crénica sobre la intervencién administrativa en
la vivienda publicada en la Revista de Administracién Piblica, es autor
de “Nuevas orientaciones en el régimen juridico de proteccién a la vi-
vienda“ (Ediciones G. Manzanares, Madrid, 1980) y de “El promotor de
viviendas de proteccién oficial” (Publicaciones del Banco Hipotecario de
Espafia, Madrid, 1981). A destacar también, por lo reciente de su fecha,
la recopilacién anotada de la legis'acién de viviendas de proteccién ofi-
cial preparada por Rodriguez Landrove, L. e Hipélito Lancha, F. y
editada por el Servicio de Publicaciones del Ministerio de Obras Publi
cas y Urbanismo (Madrid, 1982).
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criterios basados en la planificacién respecto de la cual las formas
clasicas de policia, fomento y servicio publico, se convierten en meras
téenicas instrumentales. “El establecimiento de objetivos (en ntimero de
viviendas o en cifras de absorcién de paro) y la canalizacién de los re-
cursos financieros para hacer frente a estos objetivos serd lo que mo-
tive la modificacién de las disposiciones reguladoras de la intervencion
en este sector”.

Segunidamente, se pasa revista a los antecedentes de la intervencién
piiblica en vivienda, concretados a la proteccién de las clases obreras:
el Proyecto de Ley de 1878 sobre construccién de barriadas de obreros
v los primeros proyectos de casas baratas —de 1908—, elaborado por el
Instituto de Reformas Socia’es; el que en ese mismo afio presenté al
Senado D. Juan de La Cierva, y el de 1910, presentado al Congreso por
D. Fernando Merino, Conde de Sagasta. Se analizan a continuacién las
distintas etapas de la legislacién de casas baratas, comenzando por la
Ley de 1911 sobre habitaciones higiénicas y casas baratas, que en sus
art‘culos 43 y 44 y en el articulo 187 de su Reglamento de 12 de junio
de 1911 introducia determinadas modificaciones respecto al régimen
general sucesorio establecido en el Coédigo civil, conteniéndose en el
articu'o 5 del propio Reglamento una regulacién especifica para los con-
tratos de compraventa. La Ley de 1922 ya previé la concesién de prés-
tamos por el Estado. El Decreto-Ley de 1924 acentué y explicité el
caricter de estas viviendas como propiedad vinculada, no siendo trans-
misibles a titulo oneroso ni a titulo lucrativo en favor de personas dis-
tintas de los herederos. El Decreto-Ley de 1925 sobre “casas econémi-
cas”, destinadas a las llamadas clases medias. no sustituy6 al régimen
de casas baratas, sino que, como nueva categoria, se adicioné a ellas. El
Decreto-Ley de 1927 extendié aquellos beneficios a las casas para fun-
cionarios del Estado y otros organismos. La Ley Salmén de 1935 se
dirigié6 primordialmente a combatir el paro mediante el fomento de la
construceién, comprendiendo tanto las viviendas libres como las vivien-
das acogidas a alguna modalidad de proteccion.

Entrando ya en la legislacién de 'a postguerra y a partir de la Ley
de Viviendas Protegidas de 1939, la actuacién administrativa en mate-
ria de vivienda girard fundamentalmente en torno al Instituto Nacio-
nal de la Vivienda (a cuvas dif~rencias de eriterio con la Obra Sindical
del Hogar alude Villar Ezcurra), dandose prioridad a la construccién
de viviendas, de promocién piblica o privada y con independencia de
quién fuese el destinatario de la misma. Coexistiendo con las casas hara-
tas se introdujeron las viviendas de “clase media” (Ley de 1944) y “bo-
nificables” (Decreto-Lev de 1948), para llegar en 1954 al sistema de
viviendas de “renta limitada”, que aumenté el protagonismo del ILN.V.
hasta el punto de originar el nacimiento del Ministerio de la Vivienda
(1957). Como modalidades especificas dentro de este régimen surgen
las viviendas subvencionadas y las viviendas de tipo social. Frente al
balance global positivo de esta normativa, que motivé un fuerte creci-
miento en en sector de la vivienda, es de destacar el juicio negativo
que al autor merece la congelacién de rentas: “En muchos casos el con-
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trol de alquileres parece ser la téenica méas eficaz conocida hasta el
presente para destruir una ciudad, a excepcién de los bombardeos™ (2).

Se llega asi a las viviendas de proteccién oficial, categoria estable-
cida por el Texto Refundido de 24 de julio de 1963, cuya norma habi-
litante, la Disposicién Final de la Ley de 23 de diciembre de 1961, di-
flcilmente amparaba la introduccién de nuevas normas con rango de
ley formal. De esta prolija normativa, algunos de cuyos preceptos -—sin-
gularmente el Reglamento de 24 de julio de 1968— contintian en vigor
aunque con la usual férmu’a tautolégica del “en todo aquello en que no
esté derogado por la regulacién posterior”. Concluye Villar Ezeurra un
nuevo éxito cuantitativo, pero con graves errores cualitativos. En pa-
labras de Maestre Yenes: “Una politica de vivienda que otorgaba in-
centivos y beneficios fiscales para construir viviendas de hasta 200 me-
tros cuadrados de superficie y que hasta el afio 74 establecia un precio ma-
ximo tunico para todo el pais, ocasioné casos tan paraddjicos como el de
que en las zonas més caras de capitales de provincias no demasiado im-
portantes précticamente todas las viviendas fuesen de proteccién oficial
del "Grupo Primero”, estando exentas de: impuesto sobre transmisiones
y con un 90 por 100 de bonificacién en la contribucién urbana, mientras
aue en las grandes Areas metropolitanas donde los costes de construc-
cion y suelo habian disparado el precio de las viviendas, se hizo ab-
solutamente imposible construir a partir de un determinado momento
“viviendas de proteccién oficial”, y por tanto muchas familias necesi-
tadas se veian obligadas a acudir al mercado de viviendas libres, las
cuales no disponian de ningin incentivo financiero ni de ninguna exe-
cién ni bonificacién fiscal”.

El agotamiento del modelo conduce asi a la introduccién de las vivien-
das sociales en 1976 que, sustituyendo en principio al grupo II de las
viviendas de proteccién oficial, acenttia la atencién a las condiciones
personales de los adquirentes mediante la exigencia de la ealificacién
subjetiva. Es quizd en relacién a esta regulacién donde con mayor de-
tenimiento analiza Villar Ezcurra el desfase entre los objetivos preten-
didos y los medios puestos a su servicio. La defectuosa regulacién técnica
de la financiacién (muy especia mente de los llamados apoyos finan-
cieros del ILN.V., que para cada adquirente en concreto requerian acuer-
do expreso del Consejo de Ministros) y la desacertada estructuracién
de los circuitos de financiacién con un criterio inverso a toda légica
(los préstamos al promotor se canalizaban a través de la Banca Oficial,
mientras que la financiacién al adquirente —comercialmente mas arries-
gada— se pretendia hacerla recaer sin incentivos suficientes sobre la
Banca privada y las Cajas de Ahorro), el vano intento de afrontar las
revisiones de precios impuestas a los promotores por el proceso infla-
cionario a través de préstamos adicionales (sin tener en cuenta que
lo que interesa al particular no es tomar mas dinero a préstamo,
manteniendo constante el porcentaje de financiacién publica privilegiada,
sino adquirir la vivienda en unas condiciones que, unidos precio y amor-

(2) La frase es de Assar-Lindbek: “The political Economy of the
New Left.”. Ed. Harper and Row, 1972,
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tizacién, no excedan de su capacidad financiera) son razones que para el
autor explican el estruendoso fracaso del sistema de las viviendas so-
ciales.

El Real Decreto-Ley 31/1978, de 31 de octubre, reestablecié la deno-
cinacién de viviendas de proteccién oficial ahora de categor:a umica.
La exposicién de esta normativa, que quiere mantener la atencién si-
multinea a la oferta y a la demanda, pero corrigiendo a.gunas de las
deficiencias del régimen de viviendas sociales (asi, por ejemp.o, introdu-
ce la revalorizacién de las cantidades entregadas a cuenta por los ad-
quirentes) ocupa la ultima parte de la obra. Se apuntan en ella algu-
nas de las modificaciones que fueron introducidas y desarrolladas con
posterioridad (38), lo que nuevamente pone de relieve e! extraordinario
dinamismo de este sector del Ordenamiento.

Se trata, en conclusién, de un libro interesante en el que por encima
de las concretas regulaciones coyunturales se quiere dar razén de las
iineas de evolucién apreciables en las sucesivas actuaciones administra-
tivas en materia de vivienda, La descripcién de cada uno de los regi-
menes es detallada, aunque tal vez el analisis no tenga siempre la mis-
ma profundidad (asi en relacién al vigente régimen de vivienuas de
proteccion oficial no se examinan los problemas que plantean las casi
simultdneas reformas de la normativa de Viviendas de protecciéon oficial
v de las Haciendas Locales —tasa o derecho de licencia; Impuesto Muni-
cipal sobre el Incremento de Vaor de los Terrenos...—, o del Impuesto
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados;
se despacha con suma brevedad la problematica de la reduccién en los
derechos arancelarios de Notarios y Registradores de la Propiedad, Real
Decreto-Ley 15/1979, de 21 de septiembre, y articulo 8 de la Ley 41/
1980, de 50 de julio, sin exponer los criterios sentados por la Direccién
Genera. de los Registros y del Notariado ni contrastarlos con la regula-
cién administrativa sobre la financiacién de viviendas de proteccién ofi-
cial). Por el contrario, es destacable la especial atencién presiada a los
problemas de derecho transitorio y a los derivados de la superposicién de
los distintos grupos normativos.

Confiemos en que la futura politica en materia de vivienda tenga

(3) Sin animo exhaustivo cabe destacar entre esas innovaciones la
extensiéon de la proteccién a actuaciones de preparacién de suelo (Real
Decreto-Ley 12/1980, de 26 de octubre); la nueva regulacién de la
ayuda econémica personal (Real Decreto 1.707/1981, de 3 de agosto, y
Ordenes Ministeriales de 11 de enro y 23 de abril de 1982); la pu-sta
en funcionamiento del mercado hipotecario (fundamentalmente Ley 2/
1981, de 25 de marzo y Real Decreto 685/1982, de 17 de marzo), y el
conjunto de actuaciones comprendidas dentro del P.an Trienal, iales
como la ampliacién de la subsidiacién de intereses a determinadas vi-
viendas (Real Decreto 372/1982, de 12 de febrero y Orden Ministerial
de 27 de mayo de 1982), la financiacién para viviendas libres de menos
de 120 metros cuadrados (Real Decreto 373/1982, de 12 de febrero y Or-
den Ministerial de 27 de mayo de 1982) las actuaciones de rehabilitacién
de viviendas (Real Decreto 375/1982, de 12 de febrero y Orden Ministe-
rial de 23 de abril de 1982) la promocién de viviendas en el medio ru-
ral (Real Decreto 1.614/1981, de 8 de julio y Real Decreto 1.156/1982,
de 14 de mayo).
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en cuenta las experiencias que ofrecen las regulaciones estudiadas en
esta obra, ya que no para sustraerse a la tentacién de una nueva
ordenacién normativa (la anunciada Ley de Proteccién piblica a la
vivienda), si al menos para evitar la reproduccién de errores ya de-
tectados.

Edmundo ANGULO RODRIGUEZ
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